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T E M A R I O

Bloque II.- Legislación general

Tema 10.- Constitución Española: título preliminar y título I (De los derechos y deberes
fundamentales).

Tema 11.- Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana: título I (La Comunitat
Valenciana) y título III (La Generalitat).

Tema 12.- Ley orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y
hombres: título preliminar (Objeto y ámbito de la Ley) y título I (El principio de igualdad
y la tutela contra la discriminación).

Tema 13.- Ley orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y
garantía de los derechos digitales: título I (Disposiciones Generales), título II (Principios
de protección de datos) y título III (Derechos de las personas).

Tema 14.- Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información
pública y buen gobierno: título preliminar, capítulo I (Ámbito subjetivo de aplicación) y
capítulo II (Publicidad activa) del título I (Transparencia de la actividad pública).

Tema 15.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
administraciones públicas: título preliminar (Disposiciones Generales), título I (De los
interesados en el procedimiento) y título II (De la actividad de las Administraciones
Públicas).

Tema 16.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
administraciones públicas: título III (De los actos administrativos), título IV (De las
disposiciones sobre el procedimiento administrativo común) y título V (De la revisión de
los actos en vía administrativa).

Tema 17.- Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público: capítulo
I (Disposiciones generales), sección 1ª, 2ª y subsección 1ª de la sección 3ª y sección 4ª del
capítulo II (De los órganos de las Administraciones Públicas) del título preliminar
(Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector público).

Tema 18.- Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la función pública valenciana:
título I (Objeto, principios y ámbito de aplicación de la Ley), título III (Personal al servicio
de las administraciones públicas), título IV (Estructura y ordenación del empleo público)
y título V (Nacimiento y extinción de la relación de servicio).



Tema 19.- Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la función pública valenciana:
título VI (Derechos, deberes e incompatibilidades del personal empleado público), título
VII (Provisión de puestos y movilidad), título VIII (Promoción profesional) y título IX
(Situaciones administrativas del personal funcionario de carrera).

Tema 20.- La Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al
servicio de las administraciones públicas.

Tema 21.- La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público, por la que
se trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014: Delimitación de los tipos
contractuales (art. del 12 al 18), Contratos sujetos a una regulación armonizada (art. del
20 al 22) y Plazo de duración de los contratos y de ejecución de la prestación (art. 29).
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TEMA	10.‐	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA:	TÍTULO	PRELIMINAR.
DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	cerrado	el	texto	de	la	Constitución	por	las	Cortes	Generales	el	31	de	octubre	de	1978,	mediante	Real
Decreto	2550/1978	se	convocó	el	Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo
lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se	llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.
El	Proyecto	fue	aprobado	por	el	87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	 ‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	configuración	del	poder	 judicial	y	sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	11.‐	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	DE	LA	COMUNIDAD	VALENCIANA:
LA	COMUNITAT	VALENCIANA.	LA	GENERALITAT.

1.‐	EL	ESTATUTO	DE	LA	COMUNIDAD	VALENCIA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Con	la	aprobación	de	la	Constitución	española	en	1978,	el	Estatuto	de	Autonomía	de	la	Comunidad	Valencia‐
na	se	configura	en	la	continuación	jurídico‐política	de	la	personalidad	propia	y	diferenciada	que	el	Rey	Jaime
I	quiso	otorgar	al	Reino	de	Valencia	con	la	promulgación	del	Llibre	dels	Furs	en	1261.

En	el	contexto	constitucional,	el	Estatuto	es	la	expresión	de	la	identidad	histórica	y	del	ejercicio	del	derecho
de	autogobierno	que	la	Constitución	reconoce	a	toda	nacionalidad	y	región.	El	Estatuto	reconoce	a	la	Comuni‐
dad	Valenciana	no	sólo	con	un	ámbito	máximo	de	competencias	sino	también	con	una	estructura	institucio‐
nal	plena	al	configurar	un	sistema	parlamentario	con	tres	instituciones	básicas:	Les	Corts	Valencianes,	la
Presidencia	de	la	Generalitat	y	el	Consell,	y	constituye	la	actualización	de	la	singular	y	auténtica	personalidad
del	pueblo	valenciano	con	unas	características	históricas	y	culturales	propias.

El	Estatuto	constituye	la	manifestación	de	la	voluntad	autonómica	del	pueblo	de	las	provincias	de	Alicante,
Castellón	y	Valencia.	En	2006	se	ha	realizado	la	más	amplia	reforma	del	mismo	hasta	el	punto	de	poder
hablar	de	una	nueva	Norma	Institucional	Básica.

1.2.‐	ESTRUCTURA

El	Estatuto	de	Autonomía	de	la	Comunidad	Valenciana	se	compone	de	un	preámbulo	y	81	artículos,	distribui‐
dos	en	10	Títulos:

•	TÍTULO	I.	La	Comunitat	Valenciana
•	TÍTULO	II.	De	los	derechos	de	los	valencianos	y	valencianas
•	TÍTULO	III.	La	Generalitat

CAPÍTULO	I
CAPÍTULO	II.	Les	Corts	Valencianes	o	Les	Corts
CAPÍTULO	III.	El	President	de	la	Generalitat
CAPÍTULO	IV.	El	Consell
CAPÍTULO	V.	La	Administración	de	Justicia
CAPÍTULO	VI.	De	las	otras	Instituciones	de	la	Generalitat

Sección	primera.	De	las	instituciones	comisionadas	por	les	Corts
Sección	segunda.	De	las	instituciones	consultivas	y	normativas	de	la	Generalitat

CAPÍTULO	VII.	Régimen	Jurídico
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TEMA	12.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE
MUJERES	Y	HOMBRES:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	LA	LEY.	EL	PRINCIPIO

DE	IGUALDAD	Y	LA	TUTELA	CONTRA	LA	DISCRIMINACIÓN.

1.	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	IGUALDAD

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Las	políticas	de	igualdad	se	definen	como	el	conjunto	de	las	decisiones,	objetivos	y	medidas	adoptadas	por
las	instituciones	públicas	en	relación	con	el	fomento	de	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	con	la	mejora
de	la	situación	socioeconómica,	política	y	cultural	de	la	mujer.	Estas	políticas	tienen	una	larga	historia.	Desde
1946,	momento	en	que	se	creó	la	Comisión	de	las	Naciones	Unidas	de	la	Condición	Jurídica	y	Social	de	la
Mujer,	no	se	ha	dejado	de	actuar	para	defender	los	derechos	de	las	mujeres	y	para	asegurar	la	igualdad	de
oportunidades	entre	sexos.

En	los	últimos	años	se	ha	experimentado,	desde	la	escala	europea	hasta	la	española,	la	necesidad	de	desarro‐
llar	las	políticas	de	género	y	de	hacer	efectiva	la	implementación	del	principio	de	igualdad	de	oportunidades
en	el	panorama	institucional	y	político.	Aunque	muchas	de	las	estrategias	para	alcanzar	este	hito	han	sido
la	realización	de	acciones	específicas	para	la	promoción	de	las	mujeres	en	algunos	contextos	determinados,
actualmente	se	observa	la	necesidad	de	adoptar,	conjuntamente	con	las	acciones	específicas,	medidas	de
carácter	 transversal.	Es	el	que	se	conoce	como	Enfoque	 Integrado	de	Género	o	Gender	Mainstreaming,
término	acuñado	en	la	Cuarta	Conferencia	Mundial	de	las	Mujeres	de	Beijing	el	año	1995	que	hace	referencia
a	la	necesidad	de	incorporar	sistemáticamente	la	perspectiva	de	género	en	el	diseño,	realización	y	evaluación
de	todas	las	acciones	y	procesos	que	se	llevan	a	cabo	en	una	institución.	Se	trata,	pues,	de	incorporar	al
mismo	proceso	de	construcción	de	una	política,	plan	o	programa,	las	necesidades	y	condiciones	que	son
diferentes	entre	mujeres	y	hombres	para	conseguir	una	mejor	adaptación	a	las	características	de	todas	las
personas	a	las	cuales	va	dirigidas	la	política,	el	plan	o	el	programa.

En	España	el	artículo	14	de	la	Constitución	española	proclama	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discrimina‐
ción	por	razón	de	sexo.	Por	su	parte,	el	art.	9.2	consagra	la	obligación	de	los	poderes	públicos	de	promover
las	condiciones	para	que	la	igualdad	del	individuo	y	de	los	grupos	en	que	se	integra	sean	reales	y	efectivas.

La	 igualdad	entre	mujeres	y	hombres	es	un	principio	 jurídico	universal	 reconocido	en	diversos	 textos
internacionales	sobre	derechos	humanos,	entre	los	que	destaca	la	Convención	sobre	la	eliminación	de	todas
las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	aprobada	por	la	Asamblea	General	de	Naciones	Unidas	en
diciembre	de	1979	y	ratificada	por	España	en	1983.	En	este	mismo	ámbito	procede	evocar	los	avances
introducidos	por	conferencias	mundiales	monográficas,	como	la	de	Nairobi	de	1985	y	Beijing	de	1995.

La	igualdad	es,	asimismo,	un	principio	fundamental	en	la	Unión	Europea.	Desde	la	entrada	en	vigor	del
Tratado	de	Ámsterdam,	el	1	de	mayo	de	1999,	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	la	eliminación	de	las
desigualdades	entre	unas	y	otros	son	un	objetivo	que	debe	integrarse	en	todas	las	políticas	y	acciones	de	la
Unión	y	de	sus	miembros.
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TEMA	13.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2018,	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES
Y	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES:	DISPOSICIONES	GENERALES.
PRINCIPIOS	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.

INTRODUCCIÓN

El	Reglamento	(UE)	2016/679	del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo,	de	27	de	abril	de	2016,	relativo	a	la
protección	de	las	personas	físicas	en	lo	que	respecta	al	tratamiento	de	datos	personales	y	a	la	libre	circula‐
ción	de	estos	datos	y	por	el	que	se	deroga	la	Directiva	95/46/CE	(Reglamento	General	de	Protección	de
Datos:	RGPD),	se	encuadra	en	 la	reforma	normativa	realizada	por	 la	Unión	Europea	con	el	objetivo	de
garantizar	unos	estándares	de	protección	de	datos	elevada	y	adaptada	a	la	realidad	digital	del	mundo	actual.

Este	Reglamento,	que	deroga	la	Directiva	95/46/CE,	fue	aprobado	por	el	Parlamento	Europeo	en	abril	y
entró	en	vigor	20	días	después	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	de	la	Unión	Europea,	el	4	de	mayo	de
2016.	Su	ámbito	de	aplicación	se	extiende	a	todos	los	países	miembros	de	la	Unión	Europea	y	se	aplicará
directamente	en	todos	ellos	a	partir	del	25	de	mayo	de	2018.

El	Reglamento	impone	un	nuevo	marco	normativo	al	conjunto	de	países	europeos,	otorgando	un	mayor
grado	de	control	a	los	ciudadanos	sobre	su	información	privada	e	imponiendo	cambios	radicales	para	las
empresas,	que	deben	empezar	a	adaptar	sus	protocolos	y	estructuras	a	la	nueva	regulación.

El	nuevo	Reglamento	ha	ampliado	notablemente	su	ámbito	de	aplicación	territorial.	No	se	restringe	única‐
mente	al	espacio	europeo,	sino	que	es	igualmente	obligatorio	para	las	empresas	responsables	o	encargadas
del	tratamiento	de	datos	no	establecidas	en	la	Unión	Europea,	siempre	que	ofrezcan	bienes	o	servicios	a
ciudadanos	que	sí	sean	residentes	o	controlen	el	comportamiento	de	éstos	en	dicho	territorio.

En	el	ámbito	actual	de	 la	economía	digital,	 los	datos	personales	han	adquirido	una	enorme	relevancia
económica,	en	particular	en	el	área	del	Big	Data.	Ello	tiene	además	directas	consecuencias	en	el	derecho	a
la	privacidad	de	los	ciudadanos.	En	consecuencia,	la	nueva	norma	se	basa	en	los	siguientes	principios:

1.‐	Un	continente,	una	norma.‐	La	nueva	normativa	establece	un	único	conjunto	de	normas	aplicable	en
el	conjunto	de	la	Unión	Europea.

2.‐	Ventanilla	única.‐	Los	empresarios	solo	tendrán	que	relacionarse	con	un	único	supervisor	en	Europa,
lo	que	se	estima	representará	un	ahorro	de	2.300	millones	de	euros	al	año.

3.‐	Europa	se	rige	por	la	normativa	europea.‐	Las	empresas	radicadas	fuera	de	la	Unión	deberán	aplicar
las	mismas	reglas	cuando	ofrezcan	sus	servicios	en	la	Unión	Europea.

4.‐	Consideración	de	los	riesgos	específicos.‐	Las	nuevas	normas	evitarán	pesadas	obligaciones	genéricas
sobre	el	tratamiento	de	datos,	adaptándolas	apropiadamente	a	sus	respectivos	factores	de	riesgo.
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TEMA	14.‐	LEY	19/2013,	DE	9	DE	DICIEMBRE,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO
A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA	Y	BUEN	GOBIERNO:	TÍTULO	PRELIMINAR.

ÁMBITO	SUBJETIVO	DE	APLICACIÓN.	PUBLICIDAD	ACTIVA.

1.‐	LA	LEY	DE	TRANSPARENCIA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	 transparencia,	el	acceso	a	 la	 información	pública	y	 las	normas	de	buen	gobierno	deben	ser	 los	ejes
fundamentales	de	 toda	acción	política.	Sólo	cuando	 la	acción	de	 los	responsables	públicos	se	somete	a
escrutinio,	cuando	los	ciudadanos	pueden	conocer	cómo	se	toman	las	decisiones	que	les	afectan,	cómo	se
manejan	los	fondos	públicos	o	bajo	qué	criterios	actúan	nuestras	instituciones	podremos	hablar	del	inicio
de	un	proceso	en	el	que	los	poderes	públicos	comienzan	a	responder	a	una	sociedad	que	es	crítica,	exigente
y	que	demanda	participación	de	los	poderes	públicos.

Los	países	con	mayores	niveles	en	materia	de	transparencia	y	normas	de	buen	gobierno	cuentan	con	institu‐
ciones	más	 fuertes,	que	 favorecen	el	crecimiento	económico	y	el	desarrollo	social.	En	estos	países,	 los
ciudadanos	pueden	juzgar	mejor	y	con	más	criterio	la	capacidad	de	sus	responsables	públicos	y	decidir	en
consecuencia.	Permitiendo	una	mejor	 fiscalización	de	 la	actividad	pública	se	contribuye	a	 la	necesaria
regeneración	democrática,	se	promueve	 la	eficiencia	y	eficacia	del	Estado	y	se	 favorece	el	crecimiento
económico.

La	Ley	19/2013,	de	9	de	diciembre,	de	transparencia,	acceso	a	la	información	pública	y	buen	gobierno,	tiene
un	triple	alcance:	incrementa	y	refuerza	la	transparencia	en	la	actividad	pública	–que	se	articula	a	través	de
obligaciones	de	publicidad	activa	para	todas	las	Administraciones	y	entidades	públicas–,	reconoce	y	garanti‐
za	el	acceso	a	la	información	–regulado	como	un	derecho	de	amplio	ámbito	subjetivo	y	objetivo–	y	establece
las	obligaciones	de	buen	gobierno	que	deben	cumplir	los	responsables	públicos	así	como	las	consecuencias
jurídicas	derivadas	de	su	incumplimiento	–lo	que	se	convierte	en	una	exigencia	de	responsabilidad	para
todos	los	que	desarrollan	actividades	de	relevancia	pública–.

En	estas	tres	vertientes,	la	Ley	supone	un	importante	avance	en	la	materia	y	establece	unos	estándares
homologables	al	del	resto	de	democracias	consolidadas.	En	definitiva,	constituye	un	paso	fundamental	y
necesario	que	se	verá	acompañado	en	el	futuro	con	el	impulso	y	adhesión	por	parte	del	Estado	tanto	a
iniciativas	multilaterales	en	este	ámbito	como	con	la	firma	de	los	instrumentos	internacionales	ya	existentes
en	esta	materia.

Por	otra	parte,	la	propia	Ley	declara	que	tiene	por	objeto	ampliar	y	reforzar	la	transparencia	de	la	actividad
pública,	regular	y	garantizar	el	derecho	de	acceso	a	la	información	relativa	a	aquella	actividad	y	establecer
las	obligaciones	de	buen	gobierno	que	deben	cumplir	los	responsables	públicos	así	como	las	consecuencias
derivadas	de	su	incumplimiento.
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TEMA	15.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	AA.PP.	DISPOSICIONES	GENERALES.	LOS	INTERESADOS	EN	EL

PROCEDIMIENTO.	LA	ACTIVIDAD	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.‐	CONTENIDO	Y	ESTRUCTURA

El	art.	103	de	 la	Constitución	dispone	que	 “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras	más	de	veinte	años	de	vigencia	de	la	Ley	30/1992,	de	Régimen	Jurídico	de	las	Administraciones	Públicas
y	del	Procedimiento	Administrativo	Común,	recientemente	el	poder	legislativo	ha	llevado	a	cabo	una	reforma
del	ordenamiento	jurídico	público	articulada	en	dos	ejes	fundamentales:	las	relaciones	«ad	extra»	(hacia
afuera)	y	«ad	intra»	(hacia	dentro)	de	las	Administraciones	Públicas.	Para	ello	se	han	impulsado	simultánea‐
mente	dos	nuevas	leyes	que	constituirán	los	pilares	sobre	los	que	se	asentará	en	adelante	el	Derecho	admi‐
nistrativo	español:	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	(Ley
39/2015),	y	la	Ley	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público	(Ley	40/2015).

La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	constituye	el
primero	de	estos	dos	ejes,	al	establecer	una	regulación	completa	y	sistemática	de	las	relaciones	«ad	extra»
entre	las	Administraciones	y	los	administrados,	tanto	en	lo	referente	al	ejercicio	de	la	potestad	de	autotutela
y	en	cuya	virtud	se	dictan	actos	administrativos	que	inciden	directamente	en	la	esfera	jurídica	de	los	intere‐
sados,	como	en	 lo	relativo	al	ejercicio	de	 la	potestad	reglamentaria	y	 la	 iniciativa	 legislativa.	Queda	así
reunido	en	cuerpo	legislativo	único	la	regulación	de	las	relaciones	«ad	extra»	de	las	Administraciones	con
los	ciudadanos	como	ley	administrativa	de	referencia	que	se	ha	de	complementar	con	todo	lo	previsto	en	la
normativa	presupuestaria	respecto	de	las	actuaciones	de	las	Administraciones	Públicas,	destacando	especial‐
mente	lo	previsto	en	la	Ley	Orgánica	2/2012,	de	Estabilidad	Presupuestaria	y	Sostenibilidad	Financiera;	la
Ley	47/2003,	General	Presupuestaria,	y	la	Ley	de	Presupuestos	Generales	del	Estado.

La	Ley	se	estructura	en	siete	títulos,	con	el	siguiente	contenido:

TÍTULO	PRELIMINAR.‐	El	título	preliminar,	de	disposiciones	generales,	aborda	el	ámbito	objetivo	y	subjetivo
de	la	Ley.	Entre	sus	principales	novedades,	cabe	señalar,	la	inclusión	en	el	objeto	de	la	Ley,	con	carácter
básico,	de	los	principios	que	informan	el	ejercicio	de	la	iniciativa	legislativa	y	la	potestad	reglamentaria
de	las	Administraciones.	Se	prevé	la	aplicación	de	lo	previsto	en	esta	Ley	a	todos	los	sujetos	comprendi‐
dos	en	el	concepto	de	Sector	Público,	si	bien	las	Corporaciones	de	Derecho	Público	se	regirán	por	su
normativa	específica	en	el	ejercicio	de	las	funciones	públicas	que	les	hayan	sido	atribuidas	y	supletoria‐
mente	por	esta	Ley.
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TEMA	16.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	AA.PP.	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	LAS	DISPOSICIONES	SOBRE

EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.	LA	REVISIÓN
DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA.

1.‐	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.‐	REQUISITOS	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

Producción	y	contenido.‐	Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio
o	a	instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al
procedimiento	establecido.

El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico	y	será	determinado	y
adecuado	a	los	fines	de	aquéllos.

Motivación.‐	Serán	motivados,	con	sucinta	referencia	de	hechos	y	fundamentos	de	derecho:

a)	Los	actos	que	limiten	derechos	subjetivos	o	intereses	legítimos.

b)	Los	actos	que	resuelvan	procedimientos	de	revisión	de	oficio	de	disposiciones	o	actos	administrativos,
recursos	administrativos	y	procedimientos	de	arbitraje	y	los	que	declaren	su	inadmisión.

c)	Los	actos	que	se	separen	del	criterio	seguido	en	actuaciones	precedentes	o	del	dictamen	de	órganos
consultivos.

d)	Los	acuerdos	de	suspensión	de	actos,	cualquiera	que	sea	el	motivo	de	ésta,	así	como	la	adopción	de
medidas	provisionales.

e)	Los	acuerdos	de	aplicación	de	la	tramitación	de	urgencia,	de	ampliación	de	plazos	y	de	realización	de
actuaciones	complementarias.

f)	Los	actos	que	rechacen	pruebas	propuestas	por	los	interesados.

g)	Los	actos	que	acuerden	la	terminación	del	procedimiento	por	la	imposibilidad	material	de	continuarlo
por	causas	sobrevenidas,	así	como	los	que	acuerden	el	desistimiento	por	la	Administración	en	procedi‐
mientos	iniciados	de	oficio.

h)	Las	propuestas	de	resolución	en	los	procedimientos	de	carácter	sancionador,	así	como	los	actos	que
resuelvan	procedimientos	de	carácter	sancionador	o	de	responsabilidad	patrimonial.

i)	Los	actos	que	se	dicten	en	el	ejercicio	de	potestades	discrecionales,	así	como	los	que	deban	serlo	en
virtud	de	disposición	legal	o	reglamentaria	expresa.
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TEMA	17.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
DISPOSICIONES	GENERALES.	LOS	ÓRGANOS	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015, de 1 de octubre, se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada
en vigor se produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Su estructura es la siguiente:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios

• TÍTULO I. Administración General del Estado

CAPÍTULO I. Organización administrativa
CAPÍTULO II. Los Ministerios y su estructura interna
CAPÍTULO III. Órganos territoriales
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TEMA	18.‐	LEY	4/2021,	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	VALENCIANA:	OBJETO,
PRINCIPIOS	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN	DE	LA	LEY.	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	ESTRUCTURA	Y	ORDENACIÓN	DEL	EMPLEO

PÚBLICO.	NACIMIENTO	Y	EXTINCIÓN	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO.

1.‐	LA	LEY	DE	FUNCIÓN	PÚBLICA	VALENCIANA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública Valenciana, ha sido publicada en el
DOGV de 20 de abril de 2021, con entrada en vigor al mes siguiente de su publicación. Contiene 191 artículos
distribuidos en 11 títulos, según la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO I. OBJETO, PRINCIPIOS Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY
• TÍTULO II. ORGANIZACIÓN DE LA ADMÓN. DE LA GENERALITAT EN MATERIA DE FUNCIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I. Órganos ejecutivos
CAPÍTULO II. Otros órganos

• TÍTULO III. PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

CAPÍTULO I. Concepto y clases de personal empleado público
CAPÍTULO II. Dirección Pública Profesional

• TÍTULO IV. ESTRUCTURA Y ORDENACIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO

CAPÍTULO I. Estructuración del empleo público
CAPÍTULO II. Ordenación de los puestos de trabajo

Sección 1ª. De los puestos de trabajo
Sección 2ª. Las relaciones de puestos de trabajo

CAPÍTULO III. Instrumentos de planificación y ordenación del empleo público
CAPÍTULO IV. Registros de personal

• TÍTULO V. NACIMIENTO Y EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN DE SERVICIO

CAPÍTULO I. Selección de personal
CAPÍTULO II. Adquisición y pérdida de la condición de personal empleado público
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TEMA	19.‐	LEY	4/2021,	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	VALENCIANA:	DERECHOS,
DEBERES	E	INCOMPATIBILIDADES	DEL	PERSONAL	EMPLEADO	PÚBLICO.
PROVISIÓN	DE	PUESTOS	Y	MOVILIDAD.	PROMOCIÓN	PROFESIONAL.

SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS	DEL	PERSONAL	FUNCIONARIO	DE	CARRERA.

1.‐	DERECHOS,	DEBERES	E	INCOMPATIBILIDADES	DEL	PERSONAL	EMPLEADO	PÚBLICO

1.1.- DERECHOS DEL PERSONAL EMPLEADO PÚBLICO

Derechos individuales.- El personal empleado público tiene los siguientes derechos individuales:

a) A la inamovilidad en su condición de personal funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones y tareas propias de su condición profesional, del puesto y
responsabilidades que ocupa y de acuerdo con la progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la promoción profesional, incluida la progresión en la carrera profesional, según los principios de
igualdad, mérito y capacidad, así como a la implantación de sistemas de evaluación del desempeño
objetivos y transparentes.

d) A la orientación y asesoramiento profesional para avanzar en el curso de su carrera, a fin de que pueda
visualizar sus opciones y los itinerarios de desempeño, promoción y formación necesarios. A tal fin, la
EVAP elaborará un protocolo de actuaciones a seguir para cuando se produzca, tanto el ingreso de un
nuevo empleado público, como un cambio de destino o la provisión de un nuevo puesto.

e) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.

f) A ser informados, por quien ostente la jefatura inmediata, de las tareas que deben desempeñar, así
como a participar en la consecución de los objetivos de su unidad.

g) A la asistencia, defensa jurídica y protección por parte de la administración en la que presten servicios
en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio
legítimo de sus funciones o cargos públicos.

h) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesio-
nales, preferentemente en horario laboral.

i) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el trabajo. Tendrá también
derecho a la intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de
dispositivos de videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos
establecidos en la legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los
derechos digitales.
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TEMA	20.‐	LA	LEY	53/1984,	DE	INCOMPATIBILIDADES	DEL	PERSONAL
AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.

INTRODUCCIÓN

El régimen de incompatibilidades de los funcionarios públicos está regulado por la Ley 53/1984, de 26 de
diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

El principio general de esta norma es que el personal comprendido en su ámbito de aplicación no pueda
compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo puesto de
trabajo, cargo o actividad en el sector público, salvo en los supuestos previstos en la misma.

La Ley de Incompatibilidades pretende tener un ámbito subjetivo extenso y omnicomprensivo, afectando
tanto al personal funcionario como al laboral, tanto a la Administración General del Estado como a las CC.AA.
y Corporaciones Locales, etc. Incluso a los solos efectos de esta Ley se considerará actividad en el sector
público la desarrollada por los miembros electivos de las Asambleas Legislativas de las Comunidades
Autónomas y de las Corporaciones Locales, por los altos cargos y restante personal de los órganos constitu-
cionales y de todas las Administraciones Públicas, incluida la Administración de Justicia, y de los Entes,
Organismo y Empresas de ellas dependientes, entendiéndose comprendidas las Entidades colaboradoras y
las concertadas de la Seguridad Social en la prestación sanitaria.

Además de la incompatibilidad de desempeños, no se podrá percibir (salvo en determinados supuestos
previstos en esta Ley) más de una remuneración con cargo a los presupuestos de las Administraciones
Públicas y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas dependientes o con cargo a los de los órganos
constitucionales, o que resulte de la aplicación de arancel ni ejercer opción por percepciones correspondien-
te a puestos incompatibles. A los efectos anteriores, se entenderá por remuneración cualquier derecho de
contenido económico derivado, directa o indirectamente, de una prestación o servicio personal, sea su
cuantía fija o variable y su devengo periódico u ocasional.

En cualquier caso, el desempeño de un puesto de trabajo por el personal incluido en el ámbito de aplicación
de esta Ley será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, público o privado,
que pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad
o independencia.

La Ley 53/1984 se estructura en 5 Capítulos:

CAPÍTULO I. Principios generales
CAPÍTULO II. Ámbito de aplicación
CAPÍTULO III. Actividades públicas
CAPÍTULO IV. Actividades privadas
CAPÍTULO V. Disposiciones comunes
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TEMA	21.‐	LA	LEY	9/2017,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	DELIMITACIÓN
DE	LOS	TIPOS	CONTRACTUALES.	CONTRATOS	SUJETOS	A	UNA	REGULACIÓN

ARMONIZADA.	PLAZO	DE	DURACIÓN	DE	LOS	CONTRATOS	Y
DE	EJECUCIÓN	DE	LA	PRESTACIÓN.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	CONCEPTO	Y	CLASES

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:




